








































































































































































INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D. C., 26 de agosto de 2022.  
 
Al Despacho de la señora Juez, el presente proceso EJECUTIVO LABORAL bajo el 
radicado No. 2015-00827, informando que obra solicitud de aumentar medida cautelar y 
entrega de título. Sírvase Proveer.  
 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
Secretario 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
 

Bogotá D.C., 09 de diciembre de 2022 
 
 
En consideración del informe secretarial que antecede, se evidencia que la parte ejecutante 
mediante correo electrónico de fecha 02 de agosto de 2022 manifiesta “una vez se resuelva 
lo pertinente a la entrega del título judicial que se encuentra ordenes de este despacho y 
por cuenta del proceso de la referencia, se sirva emitir auto por medio del cual se amplíe la 
cuantía del embargo decretado…”  

Así las cosas, una vez revisada la plataforma de títulos con la que cuenta este juzgado, se 
encontró que, a favor del demandante, señor JUAN CAYETANO AGUAS ARDILA se 
constituyeron los siguientes depósitos judiciales: 

1. Deposito Judicial número 400100008013416 de fecha 20 de abril de 2021 
por valor de $25.000.000. 
 

2. Deposito Judicial número 400100005843321 de fecha 09 de diciembre de 
2016 por valor de $589.500. 

 
Ahora bien, requiere el apoderado de la parte ejecutante se incremente el valor de la medida 
cautelar decretada previamente, esto, en consideración a que mediante auto de fecha 21 
de julio de 2022 el Despacho aprobó la liquidación del crédito por un valor de $36.403.502 
y a través de providencia del 18 de enero de 2018 se limitó la referida medida cautelar en 
el valor de $25.000.000. 
 
En consideración de lo anterior, y como quiera que las medidas cautelares tienen como fin 
asegurar o garantizar la eficacia de los derechos aquí reclamados, encuentra esta 
juzgadora dable acceder al mencionado incremento cautelar, teniendo en cuenta el valor 
aprobado en la liquidación y lo ya recaudado por el mismo concepto, tal y como se señaló 
anteriormente, razón por la cual decretará el embargo y retención de la suma de 
$10.814.002 
 
Por último, se reconoce personería a la Dra. LILIAN PATRICIA GARCÍA GONZÁLEZ 
identificada con cédula de ciudadanía No. 52.199.648 y tarjeta profesional 187.952 del C.S. 
de la J. como apoderada judicial de COLPENSIONES, en los términos y fines del poder 
allegado vía email. 
 
En consideración de lo anteriormente expuesto, este Despacho dispone: 
 
PRIMERO: Ordenar la ENTREGA de los títulos judiciales números i) 400100005843321 de 
fecha 09 de diciembre de 2016 por valor de $589.500 y ii) 400100008013416 de fecha 20 
de abril de 2021 por valor de $25.000.000 constituido por el demandado COLPENSIONES 
a favor del demandante señor JUAN CAYETANO AGUAS ARDILA identificado con cédula 
de ciudadanía 4.096.598, en presencia de su apoderado judicial. 
 



SEGUNDO: Ampliar la medida cautelar decretada inicialmente mediante auto de fecha 18 
de enero de 2018, en consecuencia, decretar el embargo y retención de las sumas de dinero 
que la ejecutada posea o pueda poseer en la cuenta de ahorros número 65283208570 de 
BANCOLOMBIA u otra cuenta de ahorro, corriente, CDT o cualquier otro producto 
financiero que el ejecutado tenga en el referido banco. El límite de la medida será la suma 
de $10.814.002. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,   
 
La Juez, 
 
 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 
Original firmado  

 

 
PALC☼ 
 

 

 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 
 

Hoy 12 de diciembre de 2022 
Se notifica el auto anterior por anotación  

en el estado No. 199 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
Secretario 
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INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., diciembre nueve (09) de dos mil veintidós (2022) 

Al despacho de la señora Juez en la fecha, informando que por reparto del día 7 
de diciembre de 2022, nos correspondió la presente acción de tutela la cual se 

radico bajo el No. 547 de 2022.  Sírvase proveer. 
 
 

     
CAMILO BERMUDEZ RIVERA 

Secretario 
 
   

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

Bogotá D.C., diciembre nueve (09) de dos mil veintidós (2022) 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede  a  dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 
2022-547 instaurada por el señor LUIS FEDERICO MOLINA VARGAS 

identificado con C.C. No. 7.162.521 contra la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL por vulneración al derecho fundamental al debido proceso. 

 
  

En consecuencia, líbrese oficio con destino al Representante Legal o quien 
haga sus veces de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 

para que en el término de un (1) día, emitan pronunciamiento sobre la 

pretensión del accionante respecto de:  “ORDENAR a la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC, enviar al “Tribunal Administrativo con 
jurisdicción en el lugar donde se encuentren los documentos” para que “decida en 
única instancia si se niega o se acepta, total o parcialmente la petición formulada” 
en el RECURSO DE INSISTENCIA interpuesto con radicado CNSC 2022RE239832 del 
16 de noviembre de 2022” 

 
En aras de evitar futuras nulidades, se ordena vincular a la UNIVERSIDAD 

LIBRE, a fin de que en el mismo término emita pronunciamiento al respecto. 
 
  

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  
 

LA JUEZ,                               

LEIDA  BALLÉN  FARFÁN 
Firma Electrónica 

             

 

  

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por anotación en 

estado: 
 

       No.  199    del  12 de diciembre de 2022         
 
 

CAMILO BERMUDEZ RIVERA 
Secretario 



Firmado Por:

Leida  Ballen Farfan

Juez

Juzgado De Circuito

Laboral 019

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f2b388cffb0f22c64d1e9cf44d0a6cb12485b7e3a5057ef8770501c060b25ba0

Documento generado en 09/12/2022 03:40:47 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

TUTELA SEGUNDA INSTANCIA NÚMERO 492-2022 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
 

 Bogotá D.C., diciembre nueve (09) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la impugnación interpuesta por el señor 

FRANKLYN GIOVANNI PINILLA, contra la sentencia proferida con fecha 

octubre veintiuno (24) de 2022, por el JUZGADO CUARTO MUNICIPAL DE 

PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., mediante la cual se 

concedieron las pretensiones solicitadas por la parte accionante. 

 

ANTECEDENTES 

 
La parte accionante instauró acción de tutela contra la ALBA DORIS 

CONTRÉRAS ARISTIZABAL, propietaria del Establecimiento de Comercio HCF 

COBRANZAS, en la que como terceros se vincularon de oficio a EXPERIAN 

COLOMBIA S.A. (DATACRÉDITO), TRANSUNIÓN (CIFIN), PROCRÉDITO y 

HEALT NATURAL COMPANY SAS – EN LIQUIDACIÓN, por vulneración al 

derecho fundamental constitucional de habeas data, derecho de petición y buen 

nombre. 

 

Fundamenta sus pretensiones en los siguientes hechos: 
 

“Primero: Revisada mi información comercial, en las Centrales de Riesgos 
DATACREDITO, y TRANSUNION (CIFIN) me encuentro reportado por una 
obligación que data del año de hace más de 8 años, identificado con los número 

1359”. 
 

“Segundo: En ese sentido radiqué un derecho de petición radicado el 14 de junio 
de 2022 con el fin de que la accionada me remitiera los soportes de obligación y 

del cobro que están realizando, tales como la copia del contrato de cesión, 
compraventa de cartera, poder o cualquier documento que faculte a la accionada 
a realizar el cobro y también verificar si están facultados para realizar el reporte 
en centrales de riesgo, documentos que no había solicitado con anterioridad”. 
 

“Tercero: Pese a ello al recibir la petición, dejaron la siguiente anotación “No 
implica aceptación para estudio”, cuando en la ley 1755 de 2015 no habilita a 

ningún requisito formal por el cual no puedan contestar el derecho de petición y 
remitir la información si cuenta con ella dentro del término establecido por la ley 
es de diez (10) días hábiles. 
 

“Cuarto: Sin embargo, hasta la fecha no he recibido respuesta por parte de la 
entidad”, pese a que esa información que solicite es diferente a la que había 
solicitado con anterioridad, aunque tiene que ver con el reporte en centrales de 
riesgo”. 

 

IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la Sentencia de Primera Instancia, el señor FRANKLYN 

GIOVANNI PINILLA, impugnó el fallo, fundamentando:  
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“Esta corporación judicial niega el amparo mi derecho fundamental argumentando 
que la acción de tutela es temeraria, si bien es cierto presente una acción de tutela 
en contra de la accionada por el mismo reporte en centrales de riesgo, identifique 
un requisito totalmente diferente, en la primera tutela alegue que la accionada no 
contaba con el certificado de notificación previa establecido por la ley, en esta 
ocasión identifique que la accionada no cuenta con un poder debidamente otorgado 

con presentación personal anterior al reporte que la facultará a realizar un reporte, 
ya que como lo manifesté en el escrito de tutela, el contrato es de prestación de 
servicios, que la faculte a realizar el cobro de cartera, mas no a realizar reportes 
ante las centrales de riesgo adicionalmente en la autorización otorgada a la entidad 
original se establece expresamente que el reporte se realizaría a los 30 días que 
se efectuó la mora, es decir, para el 30 de octubre de 2013, sin que dicha 

autorización fuera extensiva a otra fecha”. 
 
“Por lo anterior a diferencia de la primera tutela que solicitaba protección de mi 
derecho fundamental de habeas data porque no cumplían lo dispuesto por la ley 
con relación a la notificación previa y en consecuencia su certificado de envío, en 

esta oportunidad solicitó protección a mi derecho de hábeas data por no la 
accionada realizó un reporte sin tener autorización expresa y la calidad para hacer 

reportes, como ya mencione no cuentan con un poder conferido anterior al reporte, 
únicamente anexaron un contrato de prestación de servicios, que en ninguna 
cláusula se menciona que podrá realizar reportes, así mismo la autorización 
expresamente establece que el reporte se realizaría a los 30 días llegadas a mora, 
situación que tampoco se cumplió y que la notificación se efectuó para el año 
2018”. 
 

“Por lo anterior existe justificación para presentar la tutela debido a que supe de 
la ausencia de este requisito de ley hasta la respuesta de mi petición por parte de 
la accionada el 30 de Agosto de 2022, encontrándome en un término razonable 
para interponer la acción de tutela. Sobre la ausencia de legitimación de la 
accionada para hacer reportes, me permito citar un caso similar en contra de 
REFINANCIA bajo la Resolución 811 del 25 de febrero de 2022, quien precisamente 

no demostró su calidad para reportar y aun así lo realizó, como es el caso en 
concreto: 
 

“Respecto del primer cargo, relacionado con el numeral 1 del artículo 8 en 
concordancia con el literal a) del artículo 4 de la Ley 1266 de 2008, manifestó lo 
siguiente: “Atendiendo a los anteriores supuestos normativos, e igualmente a la 
queja presentada por el Titular Xxxxxxx Xxxxx Xxxxxx, en el material probatorio 

recolectado por el Grupo de Trabajo de Habeas Data, se observa preliminarmente 
que la sociedad REFINANCIA S.A.S. no acreditó la legitimación para reportar 
información acerca de las obligaciones No. XXXXXXXXX y No. xxxxxxxxxxxxxxxx 
adquiridas por el Titular con el Banco de Bogotá, toda vez, aun cuando allegó 
mediante respuesta con radicado No. 19-166085- -6 del 10 de septiembre de 
2019, copia del “Pagaré”, “Pagaré libranza” y “Autorización para llenar pagaré”, 
como soportes documentales de las obligaciones en mención, no hay evidencia 

que demuestre que los pagarés fueron cedidos y/o endosados a favor de RF 
ENCORE S.A.S., y por lo tanto no demostró que REFINANCIA S.A.S. se 
encuentra facultada para reportar información a los Operadores, en virtud 
del poder general otorgado por RF ENCORE S.A.S. a la sociedad 
REFINANCIA S.A.S. para la ejecución de actos jurídicos relacionados con 
la administración de los portafolios de carteras o créditos adquiridos”. 

 
“De igual forma, la investigada tampoco allegó copia del contrato de cesión de las 
obligaciones entre el Banco de Bogotá́ y la sociedad RF ENCORE S.A.S., ni certificó 
la cadena de cesión entre el acreedor originario y REFINANCIA S.A.S. en calidad 
de administradora de RF ENCORE S.A.S. Además, es importante señalar que según 
lo informado por los Operadores de Información Cifin S.A.S. y Experian Colombia 
S.A., la investigada generó los reportes en calidad de Fuente, por lo que le 

correspondía acreditar que tenía la facultad para actuar como tal. Lo antes 
mencionado lleva a inferir que presuntamente la investigada no cumplió con el 
deber aquí consagrado al no acreditar su calidad de Fuente de la Información”. 
 
“En la sentencia no se analizó de fondo los argumentos fácticos y jurídicos para 
solicitar la protección del derecho de habeas data, ya que se le dio el mismo 
tratamiento de la anterior sentencia que como se dijo es diferente en cuanto al 

requisito de ley que deben cumplir las entidades para hacer reportes en centrales 
de riesgo”. 
 

“Por lo anterior solicito respetuosamente se le ordene a la accionada a eliminar el 
reporte negativo que realizó ante centrales de riesgo de manera inmediata 
teniendo en cuenta que este “no reúne los requisitos establecidos en la ley para 
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mantenerlos y vulnera mis derechos fundamentales de habeas data, defensa y 
debido proceso”. 

 
Para resolver es del caso hacer las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es competente este Despacho para conocer de la Impugnación al fallo de tutela 

de  primera  instancia,  de  conformidad con lo previsto en el art. 32 del Decreto 

2591, y a ello se procede según las siguientes consideraciones que serán la base 

para decidir: 

 

1. Sobre la procedencia de la acción de tutela 
 

Como es sabido, la acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por sí mismo o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
En otros términos, la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de 

los cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de 

ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es 

decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta 

eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones 

normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una 

clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho 

fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal 

acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa 

del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (artículo 6º del 

decreto 2591 de 1991. 

 
Sobre  los  derechos  invocados  como vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

Con relación al Derecho de Habeas Data, la Corte Constitucional en Sentencia 

T-509 de 2020, indicó lo siguiente: 

 
“La Corte señaló que el habeas data, como derecho autónomo o instrumento para 

proteger otras prerrogativas, es una garantía que salvaguarda la libertad de la 
persona, entendida no como posibilidad de locomoción sin restricciones, sino como 
la extensión que se hace de ella en medios virtuales o físicos de acopio de datos 

personales, en los cuales se construida o proyectada a través de la diferente 
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información que se ha recogido de sí. De ahí que también reciba el nombre del 
derecho a la “autodeterminación informática”. 
 
“El derecho al habeas data está instituido en el artículo 15 de la Constitución, según 
el cual “[t]odas las personas tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las 
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 

de entidades públicas y privadas”. Conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, 
ante el robustecimiento del poder informático -característico de la sociedad de 
información-, “el habeas data  surge como un cuerpo normativo singular orientado 
a proteger las libertades individuales”. 

 

El artículo 23 de la Carta Política el cual dispone: “Toda persona tiene derecho 

a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 
desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 

se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 

d) Por  lo  anterior,  la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
Se concreta siempre en una respuesta escrita. 
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e) Este  derecho,  por  regla  general,  se  aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 
 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 

la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 

dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 

cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 

 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 

respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 

José Cepeda Espinosa). 
 

En lo concerniente a la violación al Derecho al Buen Nombre y la Honra, 

conviene señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de 

la Sentencia T-007 de 2020: 

 

 “Los derechos a la honra y el buen nombre ostentan tanto en instrumentos 

internacionales como en el ordenamiento constitucional interno, un reconocimiento 
expreso. El primero, que busca garantizar la adecuada consideración o valoración 
de una persona frente a los demás miembros de la sociedad, ante la difusión de 
información errónea o la emisión de opiniones tendenciosas que producen daño 
moral tangible a su titular. El segundo, dirigido a proteger la reputación o el 
concepto que de un sujeto tienen las demás personas, ante expresiones ofensivas 
e injuriosas, o la propagación de informaciones falsas o erróneas que distorsionen 

dicho concepto”. 
 
“Aunque el derecho a la honra guarda una relación de interdependencia material 
con el derecho al buen nombre, se diferencian en que, mientras el primero 
responde a la apreciación que se tiene de la persona a partir de su propia 
personalidad y comportamientos privados directamente ligados a ella, el segundo 
se refiere a la apreciación que se tiene del sujeto por asuntos relacionales ligados 

a la conducta que observa en su desempeño dentro de la sociedad”. 

 
Ahora bien, sobre el tema en discusión, se tiene que la A-QUO al proferir su 

fallo, en especial, en su parte considerativa, en algunos de sus apartes refiere, 

lo siguiente: 

 
“Ahora bien, el Art. 38 del Decreto 2591 de 1991, reza: “ARTICULO 38. 
ACTUACION TEMERARIA. Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma 

acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante 
varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las 
solicitudes”. 
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“Amparados en tal disposición normativa, la actuación temeraria es aquella 
conducta mediante la cual una persona presenta múltiples acciones de tutela 
contra los mismos accionados, amparándose en los mismos hechos y pretensiones, 
sin que medie una justificación alguna sobre tal accionar”. 
 
“Con relación a la temática abordada, la Honorable Corte Constitucional, en 

Sentencia Unificadora - 154 de 2006, con ponencia del Dr. Marco Gerardo Monroy 
Cabra, planteó: “De manera que para que se configure la temeridad en el ejercicio 
de la acción de tutela no basta con que este mecanismo sea utilizado en más de 
una ocasión por las mismas personas o sus apoderados, invocando la protección 
de los mismos derechos y apoyándose en los mismos hechos e iguales 
pretensiones, sino que también es menester que tal actuación esté desprovista de 

una razón o motivo que la justifique”. 
 
“Se avizora entonces, que la existencia de un claro comportamiento temerario en 
materia de tutela, se da cuando el ejercicio reiterativo de la acción, sea totalmente 
injustificado”. 

 
“Ahora bien, analizados los antecedentes que enmarcan la presente acción de 

tutela, y la respuesta aportada por TRANSUNION (CIFIN), en la que informa que 
existen otras acciones constitucionales incoadas ante el JUZGADO CINCUENTA Y 
CUATRO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C y en el JUZGADO QUINCE CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, soportada los mismos hechos y pretensiones de la que 
ahora ocupa la atención de esta judicatura, resulta necesario analizar tal situación, 
verificando las circunstancias que rodean el presente caso para inferir si se 
configura o no temeridad”. 

 
“Por tanto, se ordenó requerir al JUZGADO CINCUENTA Y CUATRO CIVIL 
MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C, para que se pronunciara sobre las razones de hecho 
y de derecho en que se fundamenta la acción, despacho remitió informe en los 
siguientes términos: 
 

“Sea menester informar que una vez revisado el Sistema de Gestión Judicial Siglo 
XXI se puede evidenciar que, en este estrado judicial cursó una acción de tutela 
identificada bajo el radicado No. 110014003-054-2022-00620-00, en donde 

FRANKLIN GIOVANNI PINILLA, fungía como accionante, y HCF COBRANZAS, como 
accionado; no obstante es importante recalcar que en ningún momento se ha 
menoscabado los derechos fundamentales del actor pues, su acción constitucional 
de tutela fue tramitada en los términos dispuestos en la Ley 2591 de 1991”. 

 
“Por lo anterior, este operador judicial se haya imposibilitado de rendir más 
información al respecto y por consiguiente, solicita respetuosamente que se 
DENIEGUEN LAS PRETENSIONES DE LA TUTELA en contra de este Juzgado pues, 
no ha cometido ninguna acción u omisión que vulneren los derechos 
fundamentales del actor”. 
 

“Se verificó de la documental aportada que el JUZGADO CINCUENTA Y CUATRO 
CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. negó el amparo constitucional mediante 
sentencia del 14 de julio del 2022, frente a la cual el actor presentó solicitud de 
impugnación y el JUZGADO QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ confirmó la 
decisión del a-quo el 10 de agosto del 2022 (Fl 32-36 Numeral 18 del expediente 
digital)”. 

 
“Ahora, el señor FRANKLYN GIOVANNI PINILLA omitió pronunciarse frente al 
requerimiento efectuado por el despacho en auto admisorio del 06 de octubre del 
presente año, para que sirviera rendir juramento, en el sentido de no haber 
presentado otras acciones de tutela por los mismos hechos y pretensiones, ello de 
conformidad a lo preceptuado en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991”. 
 

“Por lo anterior, observa este despacho, que el JUZGADO CINCUENTA Y CUATRO 
CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., mediante decisión del 14 de julio de 2022, 
resolvió una solicitud de tutela formulada por el señor FRANKLYN GIOVANNI 
PINILLA, la cual posee los mismos hechos, se dirige contra la misma entidad, bajo 
el mismo marco de pretensión y radicada con el número 2022- 0062000 (fl 05-09 
del numeral 18 del expediente digital)”. 
 

“En sentencia proferida el 14 de julio de 2022, el JUZGADO CINCUENTA Y CUATRO 
CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., resolvió: 
 

“PRIMERO: NEGAR la acción de tutela presentada FRANKLYN GIOVANNI PINILLA 
contra HCF COBRANZAS (…)”. 
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“En vista de ello, es claro para el despacho que se presenta una duplicidad de 
acciones, se trata de idénticas partes, hechos, pretensiones y derechos 
presuntamente vulnerados, lo que permite declarar la improcedencia del 
mecanismo de protección constitucional, siendo necesario definir si el 
comportamiento del accionante, se forjó como actuar temerario, lo cual 
acrecentaría aún más, la denegación de las pretensiones del medio de tutela”. 

 
“Así las cosas, el despacho debe examinar si el comportamiento del señor 
FRANKLYN GIOVANNI PINILLA, a más de atender al criterio subjetivo de la 
temeridad, cumple con los preceptos subjetivos para su materialización, según las 
voces de la jurisprudencia constitucional, y, el hecho de haberse reproducido de 
manera integral el escrito de tutela, denota una actuación temeraria por parte del 

accionante, sin que se vislumbre justificación alguna a tal comportamiento”. 
 
“En consecuencia, el accionante al haber presentado varias acciones sobre los 
mismos hechos e intereses y contra las mismas partes, sin que se avizore 
justificación su comportamiento, se observa que el mismo es ajeno a los principios 

que inspiran el ordenamiento jurídico constitucional, recae en un comportamiento 
temerario, que abre paso a la declaratoria de improcedencia del medio de 

protección constitucional ejercido”. 
 
“Se abstendrá el juzgado de imponer condena en costas, al no encontrarse 
causadas las mismas, empero, se le instará para que se abstenga de desgastar el 
aparato judicial en próximas oportunidades, so pena de ser sancionado en los 
términos del artículo 25 inciso final del decreto 2591 de 1991”. 

 

Del caso en concreto, tenemos que efectivamente se presenta una acción 

temeraria, pues las pretensiones y los hechos se habían instaurado en acciones 

de tutela anteriores. 

 

Sobre el tema en particular, es de traer a colación lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional en sentencia T-185 de 2013, la cual en algunos de sus 

apartes enunció lo siguiente:  

“…Configuración de la actuación temeraria y la cosa juzgada 
constitucional en la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia1  

 
1. “Esta Corporación mostrará que su jurisprudencia ha estudiado los fenómenos 

que nacen de la presentación de múltiples demandas de tutela con relación a 
unos mismos hechos. Advertirá que en estos eventos se trata en algunos 

casos de temeridad y en otros de cosa juzgada constitucional. La Sala 
procederá a explicar cada uno de dichos conceptos, con el fin de establecer 
cuando se configuran y la posibilidad de que se presente la simultaneidad en 
su perfeccionamiento en una situación determinada”.  
 

1.1 “El precedente constitucional ha comprendido la temeridad de dos formas. La 

primera concepción expresa que dicha institución solo puede configurarse si 

el accionante actúa de mala fe2. La segunda definición desecha ese elemento 
para su consolidación, en consecuencia únicamente exige para su 
perfeccionamiento que el accionante presente varias veces una demanda de 
tutela por los mismos hechos sin justificación alguna3, según la interpretación 
literal del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991”. 
 

Ante tal ambivalencia, la Corte concluyó que declarar improcedente la acción 

de amparo por temeridad debe estar fundado en el actuar doloso y de mala 

                                                           
1 En esta oportunidad la Sala reiterará lo establecido en la sentencia T-053 de 2012 M.P. Luis Ernesto Vargas 

Silva con relación a las instituciones de la cosa juzgada y la temeridad. 
2 Sentencias T-502 de 2008, T-1215 de 2003, T-149 de 1995, T-308 de 1995, T-443 de 1995, T-001 de 1997 y 

SU-1219. 
3 Sentencias SU-154 de 2006 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-986 de 2004 M.P Humberto Sierra Porto, 

T-410 de 2005 M.P. Clara Inés Vargas: De manera que para que se configure la temeridad en el ejercicio de la 

acción de tutela no basta con que este mecanismo sea utilizado en más de una ocasión por las mismas personas 

o sus apoderados, invocando la protección de los mismos derechos y apoyándose en los mismos hechos e iguales 

pretensiones, sino que también es menester que tal actuación esté desprovista de una razón o motivo que la 

justifique 
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fe del peticionario, toda vez que ello es la única restricción legítima al derecho 
fundamental del acceso a la administración de justicia que implica el ejercicio 
de la acción de tutela. Lo antepuesto se basa en que las limitaciones “que se 
impongan al mismo con el fin de proteger el adecuado funcionamiento de la 
administración de justicia, deben ser limitadas”4.  
 

1.1.1 “Por eso, la temeridad se configura cuando concurren los siguientes 
elementos:“(i) [i]identidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad 
de pretensiones5”6; y (iv) la ausencia de justificación en la presentación de la 
nueva demanda7, vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del 
libelista. La Sala resalta que la jurisprudencia constitucional precisó que el 
juez de amparo es el encargado de establecer en cada caso concreto la 

existencia o no de la temeridad8. En estos eventos funcionario judicial debe 
atender las siguientes reglas jurisprudenciales: 

 

1.1.1.1 “El juez puede considerar que una acción de amparo es temeraria siempre que 

considere que dicha actuación: “(i) resulta amañada, en la medida en que el 

actor se reserva para cada demanda los argumentos o pruebas que convalidan 

sus pretensiones9; (ii) denote el propósito desleal de obtener la satisfacción del 

interés individual a toda costa, jugando con la eventualidad de una 

interpretación judicial que, entre varias, pudiera resultar favorable10; (iii) deje 

al descubierto el abuso del derecho porque deliberadamente y sin tener razón, 

de mala fe se instaura la acción11; o finalmente (iv) se pretenda a través de 

personas inescrupulosas asaltar la buena fe de los administradores de 

justicia”12. 
 
“Así mismo, el fallo T-1034 de 2005 precisó que existen supuestos que 
facultan a una persona a interponer nuevamente una acción de tutela sin que 

sea considerada temeraria, que consisten en13: i) el surgimiento de 
adicionales circunstancias fácticas o jurídicas. “Es más, un hecho nuevo 
puede ser, y así lo ha considerado la Corte14, la consagración de una doctrina 
constitucional que reconoce la violación de derechos fundamentales en casos 
similares”15; y ii) la inexistencia de pronunciamiento de la pretensión de fondo 

por parte de la jurisdicción constitucional.    

 
1.1.1.3 “Esta Corporación ha planteado una regla interpretativa en la que se puede 

encontrar la mala fe y la temeridad en una actuación, la cual responde a que 

el peticionario manifieste o no “la existencia de tutelas anteriores que puedan 
relacionarse con el mismo asunto”16, es decir, “[e]l que interponga una acción 
de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha 
presentado otra respecto de los mismos hechos y  derechos”17. 

                                                           
4 Sentencia T-266 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
5 Sentencias T-502 de 2008 M.P. Rodrigo Escobar Gil, T-568 de 2006 M.P Jaime Córdoba Triviño y T-184 de 

2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil 
6 Sentencia T-568 de 2006 M.P. Jaime Córdoba Triviño y T-053 de 2012 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; otras, 

en las cuales se efectúa un recuento similar son las providencias T-020 de 2006, T-593 de 2002, T-443 de 1995, 

T-082 de 1997, T-080 de 1998, SU-253 de 1998, T-263 de 2003  T-707 de 2003. 
7 Sentencias T-568 de 2006, T-951 de 2005, T-410 de 2005, T-1303 de 2005, T-662 de 2002 y T-883 de 2001. 
8 Sentencias T-560 de 2009 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y T-053 de 2012 M.P. Luis Ernesto Vargas 

Silva. 
9 Sentencia T-149 de 1995 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz  
10 Sentencia T-308 de 1995. MP. José Gregorio Hernández Galindo 
11 Sentencia T-443 de 1995. M.P. Alejandro Martínez Caballero  
12 Sentencia T-001 de 1997. M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
13 Sentencia T-566 de 2001 MP. Marco Gerardo Monroy Cabra 
14 Sentencia T-009 de 2000. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz  Si la causa petendi está constituida por las razones 

– de hecho y de derecho – que sustentan  la petición formulada, no cabe duda de que, entre las primeras y las 

segundas decisiones proferidas, existe una muy relevante diferencia. Lo que motivó las últimas solicitudes de 

amparo y la orden judicial de protección del derecho vulnerado, fue la expedición de la sentencia SU-36/99, es 

decir, la adopción de una nueva doctrina que debe ser aplicable siempre que pueda verificarse que la vulneración 

persiste por razones ajenas a la parte actora y que es jurídica y fácticamente posible la protección judicial. 

Finalmente, no puede afirmarse que existe una vulneración de la cosa juzgada, pues lo que verdaderamente se 

produjo en los fallos de primera instancia, fue el rechazo de la acción por considerar que se trataba de un 

mecanismo improcedente dada la existencia de mecanismos alternativos de defensa. No hubo, por ello, un 

pronunciamiento de fondo sobre los hechos del caso, como si ocurre en la presente sentencia. 
15 Sentencia T-1034 de 2005 M.P Jaime Córdoba Triviño. 
16 Sentencia T-560 de 2009. M.P Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
17 Decreto 2591 de 1991, artículo 37. 
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1.2. “De otro lado, para la Sala la interposición de varias acciones de tutela en 
forma repetida y reiterada es incompatible con el principio de cosa juzgada 
constitucional. Esta Corte ha estimado que “los fallos judiciales deben ser 
definitivos y capaces de concluir o culminar el litigio propuesto, de lo 
contrario, las relaciones contenciosas nunca saldrían de la incertidumbre, con 
grave perjuicio para los intereses de las partes”18. Como respuesta a ese 

imperativo se construyó la institución procesal de la cosa juzgada, la cual se 
viene a constituir en el “fin natural del proceso.19”.   
 

1.2.1. “En sentencia C-774 de 200120, la Corte Constitucional señaló que la cosa 

juzgada: “es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga a las 
decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el 
carácter de inmutables, vinculantes y definitivas. Los citados efectos se 
conciben por disposición expresa del ordenamiento jurídico para lograr la 
terminación definitiva de controversias y alcanzar un estado de seguridad 
jurídica. De esta definición se derivan dos consecuencias importantes. En 
primer lugar, los efectos de la cosa juzgada se imponen por mandamiento 

constitucional o legal derivado de la voluntad del Estado, impidiendo al juez 
su libre determinación, y en segundo lugar, el objeto de la cosa juzgada 
consiste en dotar de un valor definitivo e inmutable a las providencias que 
determine el ordenamiento jurídico. Es decir, se prohíbe a los funcionarios 
judiciales, a las partes y eventualmente a la comunidad, volver a entablar el 
mismo litigio. De esta manera se puede sostener que la cosa juzgada tiene 
como función negativa, prohibir a los funcionarios judiciales conocer, tramitar 

y fallar sobre lo resuelto, y como función positiva, dotar de seguridad a las 
relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico”.  

 

Sin más consideraciones, este Despacho, concluye que, el cúmulo de 

fundamentación jurisprudencial constitucional que la A-QUO tuvo en cuenta 

para su fallo, como el análisis probatorio que para tal fin exigen las pretensiones 

incoadas y el medio que debe seguirse, como la subsidiariedad cuando así se 

amerite, ha sido cuidadosa y profusa, como concerniente para el caso del cual 

se cursó impugnación. Se CONMINA al Accionante a no seguir desgastando el 

aparato de justicia, so pena de las sanciones establecidas en la Ley. 

 
En consecuencia, se da por CONFIRMADA la providencia emitida con fecha 21 

de octubre de 2022, por el JUZGADO CUARTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

D E C I S I Ó N 

 
En   mérito  de  lo  expuesto,   el   JUZGADO   DIECINUEVE  LABORAL  DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  CONFIRMAR  en  todas  y  cada  una  de  sus  partes  el  Fallo de  

primera instancia, emitido con fecha 21 de octubre de 2022, por el JUZGADO 

CUARTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

D.C., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

                                                           
18 Sentencias C-622 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil y T-441 de 2010, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chajub 
19 J. Ramón Ortega R. “De las excepciones previas y de mérito” Ed. Temis. Pág. 91, 1985. 
20 De fecha 26 de julio de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: REMÍTASE la actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 

1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LA JUEZ, 

 
 

 
 
 

ORIGINAL FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE POR: 
LEIBA BALLEN FARFÁN 
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JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

No.   199 del 12 de diciembre de 2022 
 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
SECRETARIO 

 

 

 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

Secretaria. 


